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AMÉRICA LATINA 
 

4º CONGRESO CONTINENTAL DE LA “CONFEDERACIÓN SINDICAL DE LAS 
AMÉRICAS” 
 
La “Confederación Sindical de las Américas” realizó -de manera virtual y con gran 
participación- su 4to Congreso Continental. Más de 400 delegados -titulares, 
observadores e invitados- protagonizaron un encuentro muy significativo y 
esperanzador. 
En la sesión inaugural se proyectaron mensajes de video de la Secretaria General de 
la CSI -Confederación Sindical Internacional-, Sarah Burrow (Australia); del Secretario 
General de la CES -Confederación Europea de Sindicatos- Luca Vicentini (Italia) y del 
Director General de la OIT, Guy Ryder. También intervino el presidente de la 
República Argentina -Dr. Alberto Fernández- y ex presidentes de Brasil (Dilma 
Rousseff) y del Uruguay (José “Pepe” Mujica). El Congreso recibió con enorme alegría 
una larga carta del presidente Luiz Inácio Lula da Silva, donde agradecía la lucha de 
los trabajadores por su libertad, comprometiéndose a seguir defendiendo los valores 
del trabajo y la solidaridad. El Congreso recibió  saludos de innumerables 
organizaciones sindicales, instituciones y personalidades. 
Señalamos que la CSA tiene 48 organizaciones afiliadas que representan a 55 
millones de trabajadoras y trabajadores de toda América. Fundada en el año 2008 por 
la fusión de la CLAT (Central Latinoamericana de Trabajadores), la ORIT 
(Organización Regional Interamericana de Trabajadores) y varias centrales sindicales 
sin afiliación internacional. 
Tras cuatro jornadas de intenso trabajo y a pesar de la pandemia de COVID-19 las 
centrales sindicales de América construyeron un dato geopolítico de trascendencia 
para amplificar la mirada, propuestas y proyectos de las y los trabajadores del 
continente. La conducción política de la CSA recaerá en la Secretaría General de 
Rafael Freire (CUT-BRASIL), electo por aclamación. Lo acompañará en la presidencia 
Fred Redmond (AFLCIO-EEUU). 
La compleja coyuntura por la que atraviesa el continente fue un gran desafío para el 
Congreso. Esto se vio reflejado en los temas abordados y en las mociones aprobadas 
en las diferentes jornadas: la grave situación existente en Colombia; crisis política en 
Brasil; educación pública, gratuita, laica y emancipadora; la violencia sistemática y 
generalizada que vive el pueblo chileno; la situación de trabajadoras y trabajadores de 
Honduras ante los actos de corrupción del gobierno; la crisis de seguridad alimentaria 
que vive la región en el marco de la pandemia; el derecho a la salud y el acceso a las 
vacunas; la violación a los Derechos Humanos en Haití; situación de los migrantes de 
Venezuela; apoyo a la libertad inmediata de Milagro Sala y Luis Ángel D´Elía, dos 
luchadores sociales, entre tantos otros. 
Además, se aprobó el documento base -cuyo proyecto debatido y consensuado tenía 
50 páginas- que regirá los próximos cuatro años de gestión. 
 
Recordemos que, hace años, la CSA había lanzado el PLADA (Plataforma para el 
Desarrollo de las Américas) un PROGRAMA de propuestas para avanzar con otros 
sectores y organizaciones para fortalecer la convergencia y la construcción de fuerzas 
que puedan generar cambios hacia una sociedad más justa y solidaria. 
En sus palabras de agradecimiento, Freire subrayó: “Mi rol será trabajar por la unidad 
de la CSA y enfrentar uno de los momentos políticos más difíciles: la pandemia”. Y 
agregó: “No se puede maquillar el modelo neoliberal”. 
Al respecto denunció que “la actual fase del neoliberalismo es incompatible con la 
democracia, debemos decir de manera clara que este modelo neoliberal fracasó, no 
responde a las necesidades de la humanidad y de seguir, profundizará las 
desigualdades y traerá una crisis civilizatoria”. 
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El dirigente también convocó a construir “una América de paz, en especial una 
América Latina y del Caribe sin presencia de bases militares” además condenó “el 
bloqueo a Cuba, los embargos y sanciones a Venezuela” y exigió que “las y los 
nicaragüenses decidan su futuro sin intervenciones extranjeras” 
“La CSA tiene lado, no es lo mismo gobiernos progresistas que gobierno de derecha, 
somos un sindicalismo sociopolítico”. 
El flamante presidente de la CSA, Fred Redmond, encomendó: “No podemos dejar 
atrás a ningún integrante de nuestro pueblo trabajador; para luchar por la democracia 
hay que ser democráticos, incluir a todos: mujeres, jóvenes, LGTBQ, afro, indígenas, a 
cualquier trabajador de cualquier lugar”. 
El actual Secretario Adjunto de la Confederación Sindical Internacional (CSI), Víctor 
Báez, y ex secretario general de la CSA, describió dos desafíos frente a un mundo 
cada vez más dividido y con mayores brechas: “Esto nos exige unidad como clase 
trabajadora en defensa de la democracia, contra el fascismo y el autoritarismo. Me da 
orgullo venir de mi región y de la CSA”, expresó. 
Un delegado argentino, Adolfo Aguirre, destacó “el rol de nuestra Central en esta 
nueva etapa de la CSA en la construcción de un sindicalismo sociopolítico ante el cada 
vez más preocupante avance de la extrema derecha y el neoliberalismo, más aún en 
un contexto de pandemia”. Y concluyó: “La clase trabajadora no solo lucha, sino que 
tiene propuestas e ideas para avanzar hacia un nuevo modelo de desarrollo en 
armonía con la humanidad y la Madre Tierra”. 
Para el presidente electo de la CSA, el movimiento sindical está a la altura del desafío 
y listo para luchar por la salud, la seguridad y la justicia para la actual y las futuras 
generaciones de trabajadoras y trabajadores. En línea con esto y reafirmando el pacto 
de unidad, Rafael Freire desarrolló: “Unidad para resistir, unidad para construir. La 
unidad no es unilateral, no es impositiva, no se hace solo con los iguales. Se construye 
con quien piensa diferente en respeto. En la CSA cabe toda la diversidad de la clase 
trabajadora. Ofrecemos espacio, respecto, síntesis y confianza”. 
 
El 4º Congreso de la CSA fue una novedad a nivel internacional: Primer gran 
Congreso Sindical Internacional de forma virtual y con el uso de estos recursos 
tecnológicos y comunicacionales. El Comité Electoral del Congreso supervisó el 
proceso de votación, realizado con una novedosa plataforma de votación electrónica y 
a distancia. Los resultados fueron certificados por una auditoría externa contratada 
para dar total transparencia al proceso y su resultado. Es evidente que la CSA ha 
salido fortalecida de este importante evento democrático, plural y muy representativo. 
Congreso realizado del-22 al 25 de abril de 2021. 
 

(Fuente: Carlos Luis Custer. Other News) 
 
DECLARACIÓN EXHORTANDO AL CIERRE DE LA PRISIÓN DE GUANTÁNAMO 
 
Hemos conocido la propuesta de 24 senadores del Partido Demócrata formulada en 
carta pública dirigida al Presidente Joseph Biden pidiendo el cierre de la prisión 
establecida, en 2002, en la base naval de Guantánamo, Cuba. Tal iniciativa coincide 
con las recientes conclusiones de un grupo de expertos de Naciones Unidas, para 
quienes los cuarenta detenidos que aún viven allí se encuentran en lo que denominan 
un limbo legal, fuera del alcance del sistema judicial constitucional estadounidense. 
Entendemos que esa solicitud de los legisladores apunta a reivindicar el respeto a la 
ley, la centralidad de los derechos humanos y de la democracia en la política interna e 
internacional de Estados Unidos. Sin embargo, tal decisión trascendería la dimensión 
local y enviaría un claro y significativo mensaje al mundo y a América Latina en 
particular, en cuyo territorio se encuentra establecida esa prisión. 
La Mesa de Reflexión Latinoamericana considera que ese gesto, en hora tan crucial 
como la que vivimos, contribuiría a crear un nuevo espacio de conversación en el 
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continente americano, en temas como el fortalecimiento de la democracia, el respeto 
de los derechos humanos, la desigualdad, la cooperación y el desarrollo, la 
transferencia de tecnología, y la re-estructuración del sistema interamericano, en la 
deliberación moderna, respetuosa e ineludible que se deben Estados Unidos y 
América Latina. 
Por ello, los ex cancilleres, políticos y académicos convocados en esta circunstancia 
por la Mesa de Reflexión de América Latina vemos con interés y esperanza que esa 
propuesta llegue a concretarse. Éste puede ser un símbolo de gran valor en ese nuevo 
espacio de análisis de las relaciones interamericanas, en horas de incertidumbre y 
desafío.  
 

(Fuente: Mesa de Reflexión Latinoamericana) 
 

COLOMBIA 
 

CALI, SIMBOLO DE LA RESISTENCIA EN COLOMBIA 
 
Todas las miradas en Colombia se dirigen a la ciudad de Cali convertida en símbolo de 
la resistencia. En el sexto día de protestas contra la ya retirada reforma tributaria 
exigen la renuncia del presidente Iván Duque. En su mayoría jóvenes, se organizan 
para resistir y combatir la brutal represión de la Policía y el Ejército. 
Cali, capital del departamento del Valle del Cauca, se ha convertido en el centro de la 
escena de la rebelión en Colombia. La destrucción de la estatua de Sebastián de 
Belalcázar, un conquistador español del siglo XVI, sintetiza el significado de la 
resistencia y bronca acumulada en Cali que tiene profundas raíces en las rebeliones 
de esclavos que devinieron en la independencia del país en el siglo XIX, el 
levantamiento de los movimientos estudiantiles en los 70, que posteriormente dieron 
lugar en los 80 y 90 a movimientos sociales y estudiantiles que fueron referentes 
claves en las luchas de esas décadas. 
Las manifestaciones que comenzaron el 28 de abril de este 2021 contra la Reforma 
Tributaria, se han realizado simultáneamente en diferentes zonas, principalmente en 
las salidas de la ciudad. A estos puntos de encuentro llegan a diario miles de personas 
para expresar su rechazo a la represión brutal de la policía (que dejó un número 
indeterminado de muertos y desaparecidos desde el miércoles pasado) y también 
exigen la salida del presidente Iván Duque del Gobierno. Uno de estos puntos de 
encuentro es Puerto Resistencia, cuyo nombre era Puerto Rellena pero cambiaron su 
nombre en 2019 luego de los levantamientos del 21 de noviembre. 
Las barricadas y bloqueos han impuesto en los hechos una parálisis del transporte y la 
actividad económica en Cali, como lo expresan distintos medios. La resistencia está 
firme. Ni el retiro de la reforma tributaria, ni la renuncia del odiado ministro de 
Hacienda, ni la brutal represión que se cobró la vida de decenas de manifestantes ha 
frenado la rebelión obrera y popular que vive Colombia. 
«Ya se ha derramado demasiada sangre aquí en Cali, en el país, necesitamos que se 
vaya (el presidente Iván Duque)», dice a Efe Maritza, nombre ficticio de una mujer que 
prefiere no revelar su verdadero nombre por temor. 
Tras el anuncio del retiro de la reforma tributaria el domingo, las movilizaciones y 
bloqueos continuaron en las principales ciudades enfrentando la represión conjunta de 
la Policía y el Ejército, siendo Cali una de las ciudades donde los manifestantes más 
resistieron los embates de las fuerzas represivas, en combates callejeros día y noche. 
Esta resistencia y la determinación de asambleas locales y comités de paro 
departamentales, obligó a las centrales sindicales que se nuclean en el Comité de 
Paro Nacional a hacer un llamado este lunes para mantener las movilizaciones y 
convocar a una jornada nacional de lucha para el miércoles 5. 
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La organización de los jóvenes en Cali se destaca frente a lo que intenta mostrar la 
prensa internacionalsobre el «desabastecimiento». Jenny, corresponsal de La 
Izquierda Diario, comentó que «En Cali la universidad del valle lidera marchas y 
recolecta insumos para los marchantes». Allí están albergando a manifestantes de 
distintos sectores sociales, como trabajadores e indígenas, esta organización supone 
una amenaza para el Gobierno, como agrega Jenny, «ayer fue atacada la Universidad 
por esto, pero también rodó un vídeo en el que logran sacar el Esmad». 
Esta bronca con la policía, íntima con el negocio del narcotráfico y la violencia 
estructural del país, podemos verla con el incendio del martes por la noche del 
tradicional Hotel La Luna, como comenta el periódico El Tiempo, «En varios videos se 
observa cómo las llamas consumen el primer piso del Hotel La Luna, donde se 
hospedaban algunos policías». Esa misma noche en la llamada Batalla de La Luna 
hicieron retroceder a la policía del Esmad a pesar de que usaron armas de fuego y 
gran cantidad de gases lacrimógenos. 
Parte del arrastre de la bronca en Cali es que el año pasado más de 375 mil caleños 
entraron al rango de pobreza extrema según el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística. Con esto, Cali tiene más de 934 mil personas en esta condición. A esto 
se suma que en los primeros tres meses de 2021, la tasa de desocupación en Cali 
pasó de 14% a 18,7%. 
Según la Defensoría del Pueblo, la represión a las protestas ha dejado al menos 19 
muertos en toda Colombia, así como 254 civiles y 457 policías heridos, pero otras 
fuentes, como la ONG Temblores, señalan que esas cifras se quedan cortas y 
aseguran que hay 26 víctimas mortales por la brutalidad policial. 
La continuidad de las protestas y los llamados de los comités departamentales, como 
de distintas organizaciones a seguir la lucha, hacen urgente la preparación de una 
verdadera huelga general, paralizando toda la producción y los servicios como el 
transporte, hasta derrotar todo el plan de Duque. 
Esta lucha debe incluir las demandas de castigo a todos los responsables de la 
represión, tanto los integrantes fuerzas represivas como los responsables políticos. 
Junto a esto la exigencia del fin de los acuerdos con Estados Unidos que militarizaron 
el país con la excusa de la lucha contra el narcotráfico y la disolución de la policía que 
es la principal herramienta de represión y sostén de los negocios del «narcoestado». 
La organización que vemos en la Universidad de Cali levantando las demandas del 
pueblo trabajador pueden ser un motor para continuar la lucha contra al Gobierno. 
 

(Fuente: Sebastián Soler, Resumen Latinoamericano) 
 
 
EL MINISTERIO DE DEFENSA DE COLOMBIA DECRETÓ EL CIERRE DE TODOS 
LOS ACCESOS AL VALLE DEL CAUCA.  
Ante el despliegue de miles de militares en Cali, para "garantizar la seguridad", según 
desde este lunes hasta el próximo sábado debido al aumento de la tensión en la zona. 
La situación se torna cada vez más violenta en Cali y otras ciudades del departamento 
en el marco de la fuerte represión de los cuerpos de seguridad contra los 
manifestantes en todo Colombia, que rechazan las medidas neoliberales impuestas 
por el Gobierno de Iván Duque. 
La gobernadora del Valle del Cauca, Clara Luz Roldán, explicó su decisión en la alerta 
roja hospitalaria, el acelere en el contagio del coronavirus y la crítica situación de 
orden público. 
En medio del Paro Nacional, que este lunes cumple 13 días, se reportan 10 heridos de 
la Minga indígena en Cali, atacados por grupos paramilitares,  mientras el presidente 
Duque realizó un visita relámpago a la ciudad. 
De acuerdo con numerosas denuncias, sicarios en complicidad con la policía 
dispararon con armas de fuego a los representantes de los pueblos originarios de 
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Colombia con saldo de alrededor de una decena de jóvenes heridos, pertenecientes a 
la Guardia Indígena del Consejo Regional Indígena del Cauca. 
Duque le pidió al ministro de Defensa, Diego Molano, garantizar el mayor despliegue 
de la Fuerza Pública para brindar tranquilidad en la ciudad de Cali. 
Sumado a esto, indicó que hay que hacer un trabajo de patrullaje, de cercanía a la 
ciudadanía para brindarle confianza y aplicar restricciones al parrillero, a la movilidad y 
la ley seca.  
 

(Fuente: TeleSur) 
 

CUBA 
 

DECLARACIÓN DEL COMTÉ OSCAR ROMERO DE CUBA 
 
El Centro “Óscar Arnulfo Romero” (OAR) de Cuba, organización de inspiración 
cristiana con un amplio sentido ecuménico,  manifiesta su indignación evangélica 
debido al: 
 
1- Bloqueo  económico, financiero y comercial de Estados Unidos a Cuba. 
2- Política hostil del Gobierno de los Estados Unidos de América hacia Cuba, 
mediante una guerra mediática que tiene como objetivo el derrocamiento del gobierno 
cubano y el cambio de su sistema político.  
3- Falaces informes sobre la situación de los derechos humanos en  Cuba y otros 
países. 
4- Injusto procedimiento legal  (Ley Helms-Burton)  que elimina la posibilidad de 
hacer negocios dentro de la isla o con el gobierno de Cuba por parte de los 
ciudadanos estadounidenses. 
5- Deterioro de las relaciones diplomáticas por parte de EEUU marcadas por la 
tensión y la confrontación. 
6- Indebido uso de mecanismos legales para Multar  a empresas y bancos de 
terceros países por supuestas violaciones a regulaciones de la Oficina para el Control 
de Activos Extranjeros estadounidenses. 
7- Sistema de sanciones económicas impuestas por Estados Unidos contra Cuba 
que puede catalogarse de genocida. 
8- Freno constante  y afectaciones a la importación, que dificultan la adquisición 
de materias primas, insumos y medicamentos. 
9- Difícil procedimiento para que  Cuba acceda no solo un medicamento, sino 
cualquier producto que cumpla con el porcentaje mínimo de origen estadounidense. 
10- No poder realizar operaciones en dólares lo que  implica un problema 
mayúsculo para el sistema de salud cubano y para la economía en general. 
11- Resquebrajar la imagen cubana como exportador de servicios médicos, que es 
una de las fuentes de ingreso más importantes para la nación, además que acusa a 
las autoridades de realizar contratos abusivos con el personal médico que va a prestar 
servicios al exterior. 
Por tales motivos solicitamos al gobierno del Señor Presidente Joe Biden que elimine 
el injusto e inhumano bloqueo. 
Dado en la Habana a los 26 días del mes de abril del año 2021. 
Gabriel Coderch Díaz. Director. 
 

(Fuente: Web www.romerocuba.org) 
 
 
 
 

http://www.romerocuba.org/
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ECUADOR 
 

CONSEJO POLÍTICO DE LA CONAIE. PRONUNCIAMIENTO DESDE EL CONSEJO 
DE MAYORES 
 
Ahora que nos encontramos en un tiempo electoral debemos tener presente que en el 
Ecuador hemos vivido la continuidad de la expoliación colonial, que los grupos de 
poder económico son los ejes de la acumulación del capital hacia sus bolsillos, que la 
sucretización benefició a los grandes deudores privados porque fue el pueblo 
ecuatoriano el que pagó la deuda real en dólares, que se han feriado las empresas 
estatales por la ruta de la privatización, que el feriado bancario acabó con los ahorros 
de los depositantes y terminó expulsando a miles de ecuatorianos en condición de 
migrantes, en definitiva, no debemos olvidar que los grupos de poder económico  han 
gobernado para el capital exportador/importador y financiero especulador, que han 
destruido la naturaleza con sus políticas de explotación de los recursos que se 
encuentran fundamentalmente en territorios indígenas y que, al amparo de la 
democracia, han ampliado la brecha entre pobreza y riqueza. 
Durante los últimos 14 años del correísmo-morenismo hemos vivido en carne propia la 
aplicación de una política de fortalecimiento del aparato represivo del Estado colonial y 
la complicidad de un Código Integral Penal con el cual persiguieron, criminalizaron y 
judicializaron la protesta social de los jóvenes, estudiantes, maestros, mujeres, 
campesinos, periodistas, pueblos indígenas; que aplicaron una sistemática destrucción 
de las organizaciones sociales, que acabaron con las escuelas comunitarias y la 
universidad indígena Amawtay Wasi; que ampliaron y profundizaron el extractivismo 
que ha terminado destruyendo el medio ambiente y los territorios; que han dejado en 
soletas el IESS; que han beneficiado a las grandes comercializadoras, a las 
telefónicas, a los importadores y exportadores así como a la banca que ha sido la más 
beneficiaria de la etapa correísta-morenista. Y hoy, entre los benefactores correístas y 
los beneficiarios de esa política de expoliación se disputan el control político; aquellos 
que son producto de la matriz conservadora, neocolonial y racista que ha 
menospreciado a los indígenas y a los sectores populares, pretenden que tengamos 
alma de esclavos. 
Estos hechos expresaron la persistencia del colonialismo y el racismo en contra del 
candidato presidencial Yaku Pérez, a quien se le impidió arbitrariamente, sin 
verificación de los resultados, acceder si esa era la voluntad de los electores a la 
segunda vuelta y disputar legítimamente la presidencia de la república, e incluso 
afectaron el número de la representación de Pachakutik en la Asamblea Nacional. 
Los pueblos originarios tenemos memoria para recordar todos los atropellos y al 
mismo tiempo tenemos la convicción suficiente para bregar con un proyecto político 
que trastoque este sistema de las asimetrías, de la corrupción y de las desigualdades. 
Esta propuesta es la que fue obstaculizada por un sistema de conteo electrónico a 
cargo del Consejo Nacional Electoral (CNE). Por esta razón, exigimos a esta entidad 
Estatal, aplicar los principios constitucionales que le mandan a garantizar la 
transparencia, el establecimiento de procedimientos inobjetables que permitan verificar 
la expresión de la voluntad popular, que supere toda forma de discriminación colonial y 
racial a los pueblos y nacionalidades y contribuya a la construcción de un Estado 
intercultural y plurinacional. 
En este contexto y en coherencia con la memoria histórica y los planteamientos de un 
futuro justo, equitativo, respetuoso de los derechos y de la dignidad, el movimiento 
indígena CONAIE, ha tomado la opción democrática por el voto nulo. Nada de 
trampillas para ser parte de un balancín. El VOTO NULO ES UNA OPCION LEGITIMA 
EN DEMOCRACIA. El voto nulo lo contempla el Código de la Democracia. Es la 
expresión del rechazo al fraude, rechazo a la corrupción, rechazo al sistemático 
empobrecimiento de la población, rechazo al racismo. No está dirigido a favorecer a 
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ninguno de los candidatos, el voto nulo ideológico y estratégico expresa legalmente el 
repudio a la usurpación de los derechos políticos en beneficio de la continuidad de las 
obsoletas estructuras del Estado colonial y como tal, el voto nulo apunta a la 
necesidad de superar toda forma de discriminación colonial y racial a los pueblos, 
nacionalidades y sectores populares que estamos contribuyendo en la construcción de 
un Estado intercultural y plurinacional.   
Debemos tener presente que las líneas de pensamiento desde la continuidad histórica 
de las comunas, pueblos y nacionalidades indígenas y la lucha de clases que 
expresaba la estructura asimétrica de la economía, constituyeron la base orgánica 
sustancial del proyecto político que en 1994 se presentó al país planteando la 
refundación del Estado Plurinacional y el impulso de la economía comunitaria (Sumak 
Kawsay) que hoy constituyen paradigmas nacionales que se encuentran 
constitucionalizados. En cuanto a la estrategia, para avanzar en la materialización del 
proyecto político se adoptó la lucha por la vía extrainstitucional como los 
levantamientos y las más diversas formas de acción; y la vía institucional, con el fin de 
incidir en esa materialización del proyecto político desde la misma institucionalidad del 
Estado, creando para el efecto el Movimiento de Unidad Plurinacional Pachakutik. 
Por ello se afianzó la alianza campo-ciudad para que la lucha pueda ser 
complementaria en la construcción del Estado plurinacional, por lo que, el Movimiento 
Pachakutik era el medio y no el objetivo y, esto es lo que parece que no ha sido 
entendido, viéndonos enredados en la supremacía de intereses individuales por sobre 
lo colectivo. 
Es cierto que muchas dificultades hemos tenidos en la conjugación de las dos vías ya 
que varios líderes se han desviado del camino o cambiando de rumbo, pero el 
proyecto político, producto del trabajo y decisión colectiva, continúa siendo el horizonte 
político a seguir, siendo necesario evaluar de manera responsable, serena y profunda 
si el camino transitado por la vía institucional (Pachakutik) ha contribuido o no en la 
construcción del Estado Plurinacional o la consolidación de los procesos territoriales y 
organizativos de las comunas, pueblos y nacionalidades. 
En este sentido, la declaración de Jaime Vargas de apoyo al candidato Arauz o de 
otros que se pronuncian por Lasso, no representan a los pueblos y nacionalidades ni 
es la voz de la CONAIE, sino que es una grave violación a las resoluciones de la 
Asamblea de Guaranda realizada el 10 de marzo pasado y la desobediencia del 
principio de "mandar obedeciendo". Toda postura por fuera de la decisión colectiva 
lesiona la dignidad de los pueblos y nacionalidades al tiempo que contraría el proyecto 
político con el cual hemos venido luchando y logrando los avances en la 
implementación del Estado Intercultural y plurinacional desde nuestros territorios. 
Quienes han desacatado la decisión colectiva ocasionando un llaki ya han sido 
juzgados por la opinión nacional y, en su momento, la estructura organizativa deberá 
adoptar las decisiones pertinentes. 
Con este pronunciamiento, los mayores que integramos el Consejo Político de la 
CONAIE y ECUARUNARI, les recordamos a los pueblos y nacionalidades, a las 
estructuras organizativas y territoriales de la CONAIE que debemos continuar por el 
camino del Proyecto Político, que fue trazado por nuestros ancestros, que le dimos 
continuidad y que por ello fue aprobado en 1993, avanzando firmemente hacia la 
unidad plurinacional e intercultural. 
Asimismo, exigimos que se respete la opción en democracia por el VOTO NULO 
puesto que es la sustancia para ir trastocando las estructuras de desigualdad y 
despojo. El VOTO NULO es la expresión de la rebeldía y el rechazo frente al saqueo, 
la corrupción, el racismo, el entreguismo. El pueblo no tiene candidatos en esta 
segunda vuelta, el pueblo tiene en sus manos LA RESISTENCIA Y EL VOTO NULO. 
 

(Fuente: Consejo Político de la CONAIE) 
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VENEZUELA 
 

RELATORA ESPECIAL DE LAS NACIONES UNIIDAS 
 
Caracas (12 de febrero de 2021), La Relatora Especial de las Naciones Unidas   sobre   
el   impacto   negativo   de   las   medidas   coercitivas unilaterales en el disfrute de los 
derechos humanos, Sra. Alena Douhan, visitó la República Bolivariana  de  Venezuela 
del 1 al 12 de febrero de 
2021.  La Relatora agradece al Gobierno  de la República Bolivariana  de Venezuela  
por  permitir  y apoyar  su visita  al país.  El propósito  de  la visita fue evaluar  el 
impacto de las sanciones unilaterales en el disfrute de  los derechos humanos de  las 
personas que  viven en  Venezuela y cualquier otra persona afectada. 
 
Estas observaciones son de carácter preliminar, resultado de extensas consultas con 
una amplia  gama de interlocutores. El informe  completo se  presentará al  Consejo  
de  Derechos  Humanos  de  las  Naciones Unidas en septiembre de 2021. 
 
El Relator Especial se reunió con el Presidente y el Vicepresidente de la República; los 
Vicepresidentes a cargo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial, Ciudadano y 
Electoral; los Ministros de Relaciones Exteriores, de  Salud, de  Educación, de  
Planificación, de  Economía, de Finanzas, de Petróleo, de Minería, de Alimentación, de 
Mujer e Igualdad de  Género, de  Bloqueo, de  Vivienda, de  Trabajo  Social, de  
Ciencia, de Tecnología,  de   Transporte,  de   Cultura   y  de   Pueblos  Indígenas;  
elCoordinador de  los Comités Locales de  Producción y Abastecimiento (CLAP); el  
Secretario General  del  Comité  de  Derechos Humanos; el Presidente de  PDVSA; el 
Presidente del Banco  Central, el Director  de Telecomunicaciones el Presidente del 
Tribunal Supremo, el Fiscal General, el  Procurador General; el  Presidente y los 
miembros de  la Asamblea Nacional; el Defensor del Pueblo; el Secretario Ejecutivo  
del ALBA; representantes de  todo  el espectro de  partidos políticos, de  la oposición   
y   de   los   sindicatos;   de   organizaciones   humanitarias nacionales e 
internacionales; del sector privado; de la iglesia católica; así  como actores no  
gubernamentales  venezolanos  que  trabajan  en los ámbitos de  la  salud, los 
derechos humanos, la  protección de  la infancia, las mujeres y los ancianos; personal 
médico; profesores universitarios;  maestros de  escuela;  investigadores  
independientes  y, lo que  es más importante, víctimas de  violaciones de  los derechos 
humanos. 
 
La Relatora Especial también se reunió  con  representantes del equipo de  las  
Naciones Unidas en  el  país  y de  la  comunidad diplomática. Visitó   el   Hospital   
Infantil   del   Corazón;   la   planta   farmacéutica Quimbotiec; el complejo Canaimita; 
la escuela primaria  Hugo Chávez  y el preescolar Ciudad  Mariche, en las afueras de 
Caracas. En el Estado de Carabobo, el Gobernador facilitó  una  reunión  con  los 
directores de las empresas públicas (agua, electricidad, gas y telecomunicaciones), la   
maternidad   adscrita   al   hospital   estatal,   uno   de   los   centros provinciales de 
salud primaria  inspirados en el modelo cubano y varias organizaciones no 
gubernamentales. 
 
La Relatora  Especial  extiende  su agradecimiento  y gratitud  a  todos estos  
interlocutores  que   han   ofrecido  generosamente su  tiempo, información,  análisis,  
experiencias  y pensamientos  para   ayudarla  a comprender en poco  tiempo lo que 
ha resultado ser una situación muy compleja y alarmante. 
 
La Relatora Especial elogia  la cálida  acogida y la forma  constructiva y cooperativa en  
que  el Gobierno  facilitó  su visita, lo que  permitió  un diálogo  franco y abierto. 
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Expresa su especial agradecimiento al Ministerio de  Asuntos Exteriores por  su eficaz   
colaboración con  su oficina.  También  agradece a la oficina  del  Coordinador  
Residente  de las Naciones Unidas su apoyo  y asesoramiento durante la 
visita.Contexto de la visita al país 
 
Estados Unidos ha impuesto sanciones contra Venezuela desde 2005, cuando 
introdujo   sanciones  selectivas  contra personas  y entidades presuntamente 
implicadas en el tráfico  de drogas. Impuso un embargo de armas en 2006  por 
considerar que el Gobierno  no cooperaba suficientemente en los esfuerzos 
antiterroristas. 
 
Una   ley   estadounidense  de   2014   dio   lugar   a   sanciones  contra funcionarios 
venezolanos a  los que  se acusa, entre  otras cosas, de reprimir   violentamente   las   
protestas,   perseguir   a   los   opositores políticos, recortar las libertades de  prensa y 
la corrupción. En 2015, Estados   Unidos   declaró   la   situación   de    Venezuela   
como   una emergencia nacional que  amenazaba la seguridad y la política  exterior de 
Estados Unidos. 
 
En   2017,   Estados   Unidos   calificó    de   ilegítimas   las   elecciones legislativas 
venezolanas e impuso sanciones contra el Gobierno  y sus entidades, incluida  
PDVSA, bloqueando sus transacciones y el acceso a   los  mercados  financieros  
estadounidenses.  En  2018,  tras  las elecciones presidenciales venezolanas, Estados 
Unidos endureció sus sanciones contra el gobierno, citando la mala  gestión 
económica, la corrupción, la represión de los opositores políticos y los esfuerzos por 
socavar la democracia. 
 
En enero  de 2019, tras reconocer al líder legislativo Juan Guaidó como presidente   
interino    de   Venezuela,   Estados   Unidos   impuso   más sanciones contra PDVSA, 
el Banco  Central de Venezuela y funcionarios clave  del gobierno, e impuso  un 
embargo económico total  en  agosto de 2019.  Estados Unidos también dio a Guaidó 
el control  de los activos y propiedades del Gobierno  venezolano en cuentas 
bancarias estadounidenses, incluido  el dinero  que  va a PDVSA desde su unidad 
estadounidense, Citgo. Otras sanciones de Estados Unidos en 2018  y 
2019  se dirigieron  a los sectores del oro y otras minas, los alimentos, las 
criptomonedas y la banca. En septiembre de  2020, se impusieron sanciones 
estadounidenses a cinco  legisladores que  dirigían  partidos que  cooperaban  con  el  
Gobierno.   Desde  2020,  Estados  Unidos  ha tratado de bloquear a Venezuela para  
que  no obtenga combustible de Irán mediante la  inclusión en  la  lista de  capitanes 
de  petroleros, la prohibición del  uso de  puertos aéreos y marítimos venezolanos y el 
bloqueo  de   activos  de   Rosneft.  Al  parecer,  funcionarios estadounidenses  han  
proferido  amenazas extraoficiales  para  impeder las transacciones de empresas de 
terceros Estados con Venezuela. 
 
El Relator   Especial  toma nota   de  la  decisión  del  Gobierno   de  los Estados 
Unidos, de  21 de  enero  de  2020, de  revisar las sanciones de los  Estados  Unidos  
para   minimizar   el  impacto  humanitario  de   la pandemia, y de la medida del 
Gobierno  de los Estados Unidos, de 2 de febrero de  2021, de  suavizar las sanciones 
que  afectan al funcionamiento de las operaciones ordinarias en los puertos y 
aeropuertos venezolanos. 
 
La Unión Europea impuso sanciones contra Venezuela en 2017, entre ellas un 
embargo de armas, la prohibición de exportar otros bienes que pudieran utilizarse para  
la represión interna, la prohibición de exportar tecnología y material hecho para  la 
vigilancia  o interceptación de  las telecomunicaciones,  y  la  prohibición  de  viajar  y  
la  congelación  de activos de  personas cuyas acciones fueron  consideradas por  la  
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UE como un  atentado contra la  democracia, el  Estado de  derecho y el respeto de 
los derechos humanos, que han sido impugnadas por Venezuela ante  el Tribunal  de  
Justicia de  la Unión Europea. También se informó  de  que  1.200  millones de  
dólares en fondos del Gobierno de  Venezuela han  sido congelados por  un banco 
portugués en  2019. Cerca  de 2.000  millones de dólares en oro propiedad del Banco  
Central de  Venezuela y depositados en  el Banco  de  Inglaterra también están 
congelados mientras avanza un caso en los tribunales británicos. 
 
En 2017  y 2018, Canadá congeló activos y prohibió  las transacciones de bienes de 
funcionarios venezolanos acusados de represión, graves violaciones  de  los  derechos  
humanos,  corrupción,  censura, ejecuciones  extrajudiciales  y otros actos. En  2018,  
México  congeló activos e impuso prohibiciones de viaje a 13 altos funcionarios 
venezolanos. En 2018  y 2019, Suiza  impuso un embargo de  armas a Venezuela y 
congeló activos e impuso prohibiciones de viaje a funcionarios venezolanos. En 2019, 
Colombia  prohibió  la entrada de unos  200   venezolanos   vinculados   al   gobierno.   
Panamá  impuso sanciones  selectivas  contra personas  y  entidades  venezolanas  
en 
2018   consideradas  de  alto  riesgo  de  participar  en  el  blanqueo  de capitales, la 
financiación del terrorismo y la proliferación de armas de destrucción masiva.  
 
En 2019, 13 de los 14 países del Grupo de Lima acordaron prohibir  la entrada  de   
funcionarios  venezolanos   y  negarles   el  acceso  a  sus sIstemas financieros. 
También en  2019, la mayoría de  las partes del Tratado  de   Río  aprobaron  una   
resolución  que   permitía  imponer sanciones selectivas, incluida  la congelación de 
activos, a funcionarios venezolanos presuntamente implicados en  el narcotráfico, las 
actividades  terroristas,  la delincuencia organizada  y/o  las  violaciones de derechos 
humanos. 
 
El 13 de febrero de 2020, Venezuela presentó una  remisión a la Corte Penal  
Internacional en virtud del artículo  14 del Estatuto de Roma  con respecto a las 
medidas coercitivas unilaterales. 
 
Situación económica y humanitaria en Venezuela 
 
Venezuela cuenta con  una  de  las mayores reservas de  petróleo del planeta.  El 
petróleo  ha  sido  la  principal   exportación  del  país  y  la principal  fuente de 
ingresos y divisas. Desde el año  2000, el Gobierno ha anunciado la puesta en marcha 
de un amplio  abanico de proyectos sociales en los ámbitos de la vivienda, la 
educación, la alfabetización, la  alimentación,  el  suministro  de   electricidad  y  agua,  
la  atención sanitaria,  la  planificación  familiar,  la  alfabetización  informática  y el 
desarrollo de las comunas, muchos de los cuales se han ejecutado sin coste   alguno     
para     el    pueblo     o    han     sido    sustancialmente subvencionados por el Estado. 
La economía monoorientada ha dependido en gran medida de las ventas de petróleo; 
la mayoría de los productos, desde la  maquinaria y las piezas de  repuesto hasta los 
alimentos y los medicamentos, se han  importado principalmente de Estados Unidos y 
Europa.  La producción interna  se ha mantenido en un nivel  bastante bajo  y  no  ha  
podido   satisfacer  las  necesidades  del consumo interno.  El declive  de  la economía 
comenzó en 2014  con  la caída de los precios del petróleo. Entre otros factores que 
afectan a la economía de Venezuela, se han citado la mala  gestión, la corrupción y los 
controles estatales de precios. 
 
Las  sanciones  unilaterales  impuestas  cada  vez  más  por  Estados Unidos, la Unión 
Europea y otros países han  agravado los problemas mencionados. Se  ha  informado 
de  que  los ingresos del  Gobierno  se han  reducido en  un 99% y que  el país  vive 
actualmente con  el 1% de sus ingresos anteriores a las sanciones. Las remesas 
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procedentes del extranjero han  disminuido debido  al bloqueo de los activos del 
Estado y   a   la   complejidad   de    las   transferencias   bancarias   y   a   los 
impedimentos   para  realizarlas.   Cuatro   años  de   hiperinflación   han provocado la 
devaluación total  de la moneda nacional (1 USD = 1,8-1,9 millones  de   bolívares).  
Esto  ha   provocado  la  disminución  de   los salarios  del  sector público  de  150-500  
USD en  2015  a  1-10  USD en 2020, y un creciente nivel de pobreza. En 2018-2019, 
el Gobierno introdujo  nuevas políticas económicas: se levantó  el control  de precios y 
se permitió  que el sector privado volviera a entrar  en la economía. 
 
Sin embargo, el endurecimiento de las sanciones a las que se enfrenta el país desde 
2015  socava el posible impacto positivo de las actuales reformas, así como la 
capacidad del Estado para  mantener las infraestructuras y ejecutar proyectos 
sociales. Actualmente, Venezuela se enfrenta a la falta  de maquinaria necesaria, 
repuestos, electricidad, agua,  combustible,  gas,  alimentos  y medicinas.  Los  activos 
venezolanos congelados en bancos de Estados Unidos, Reino Unido y Portugal 
ascienden a 6.000  millones de dólares. Se informa  de que  la compra  de   bienes  y  
los  pagos  de   las  empresas  públicas  están bloqueados  o  congelados.  El sector 
privado,  las  organizaciones  no gubernamentales, las universidades, los clubes 
deportivos y los ciudadanos de  Venezuela denuncian el rechazo o la reticencia de  los 
bancos extranjeros a abrir o mantener sus cuentas bancarias, incluidas las de  los 
bancos corresponsales en  Estados Unidos y Europa; las dificultades para  obtener 
visados y comprar billetes; la necesidad de actuar a través de agentes de terceros 
países; y la necesidad de pagar costes   de    seguro   adicionales.   El   refuerzo   de    
las   sanciones económicas y el creciente exceso de  cumplimiento dieron  lugar  a  la 
aprobación de la Ley Constitucional Antibloqueo en octubre de 2020. 
 
Se ha informado de que las líneas eléctricas pueden trabajar hoy en día a  menos del  
20%  de  su capacidad.  Se  estima  que   el  número  de venezolanos que  han  
abandonado el país en busca de una  vida mejor desde 2015  oscila entre  1 y 5 
millones, y que la población se reducirá a unos 27 millones en 2021.  La mayoría de 
los servicios públicos se han visto mermados entre  un 30% y un 50% de su personal, 
incluido el más cualificado (médicos, enfermeras, ingenieros, maestros, profesores, 
jueces, policías, etc.), lo que ha provocado una desorganización interna, un  aumento 
de  la  carga de  trabajo  para   el  personal  restante,  una reducción de los servicios y 
una disminución de su calidad. 
 
Se  calcula que  el 90% de  los hogares están conectados al  sistema nacional  de  
distribución  de  agua. Sin  embargo,  numerosos hogares denuncian cortes frecuentes 
debido  a  los cortes de  electricidad que afectan a  las bombas de  agua y al 
mantenimiento de  las infraestructuras,   y  a   la   escasez  de   personal   de   
mantenimiento cualificado. La distribución de  agua sólo puede hacerse "por turnos" 
para  garantizar su entrega a  toda  la  población, y la  mayoría de  los hogares sólo 
pueden acceder al agua una  o  dos veces por  semana durante varias horas. Debido  
a los impedimentos comerciales, el uso de   agentes  químicos  para   tratar  y  
purificar   el  agua  para   hacerla potable se ha reducido en un 30%. 
 
Los impedimentos a la importación de alimentos, que constituyen más del  50%  del  
consumo de  alimentos,  han  provocado  el  crecimiento constante de  la malnutrición 
en  los últimos 6 años, con  más de  2,5 millones de  personas en  situación de  
inseguridad alimentaria grave. Los  mecanismos  para   hacer  frente   a   esta  
situación  incluyen   la disminución del  número de  comidas al día  (1 o 2 en  lugar  de  
3); la reducción de la cantidad y la calidad de los alimentos; la descapitalización/venta  
de   los  bienes  del  hogar   para   comer;  y  la reducción de  los gastos en  salud, 
ropa  y educación; con  un aumento correlativo  de  las  crisis  familiares,  las  
tensiones,  la  violencia   y las separaciones; el trabajo infantil; la participación en la 



13 

 

economía sumergida;  la  actividad  delictiva,  incluido  el  tráfico   de  drogas y de 
personas; el trabajo forzoso; y la migración. El programa de  cajas de alimentos CLAP, 
iniciado  como iniciativa gubernamental en 2017  y que abarca 6 mln. de  hogares en 
todo  el país, disminuye la diversidad de artículos. 
 
Venezuela   ha   dependido   casi   por   completo   de   las   medicinas importadas del  
extranjero, mientras que  la  mayoría de  los servicios médicos públicos eran  
proporcionados por el Estado de forma  gratuita antes de 2016.  Los impedimentos 
para  la atención sanitaria incluyen la falta  o la grave  insuficiencia de medicamentos y 
vacunas; el aumento de los precios; la escasez de electricidad para  abastecer a los 
equipos; la escasez de agua y los problemas de saneamiento que  afectan a la 
higiene; el deterioro de la infraestructura debido  a la falta de mantenimiento, la 
ausencia de piezas de repuesto, la falta de disponibilidad de  nuevos equipos debido  
a la falta  de  recursos o a la negativa a venderlos o entregarlos; la degradación de las 
condiciones de trabajo y la falta de equipos de protección contra las enfermedades 
infecciosas; la pérdida de personal en todas las áreas médicas debido a los bajos 
salarios; y la finalización de la construcción de hospitales y centros de atención 
primaria. 
 
En particular, el Hospital Cardiológico Infantil de Caracas enfrenta una disminución  de  
5  veces el  número de  cirugías  (de  un  promedio  de 
1.000  intervenciones anuales en el período 2010-2014 a 162 en 2020). Las  plazas  
de   personal  médico  en   los  hospitales  públicos  están vacantes  en   un   50-70%.  
Solo   alrededor  del   20%  de   los  equipos médicos  están actualmente  en  
funcionamiento. El país  se enfrentó a una grave  escasez de vacunas contra el 
sarampión, la fiebre amarilla  y la malaria en 2017-2018. La falta  de pruebas y 
tratamiento para  el VIH en  2017-2018  supuso,  según los  informes,  un  grave  
aumento de  la tasa de mortalidad. El desvío de activos de la filial estadounidense de 
PDVSA, CITGO, ha  impedido que  se realicen trasplantes de  hígado y médula ósea a  
53  niños venezolanos; dichos trasplantes se habrían realizado en  Italia y Argentina  
antes de  2016  con  cargo al Estado. El Relator  Especial también observa el 
crecimiento reportado de la mortalidad  neonatal  y materna desde 2013,  con  una  
leve  mejoría  en 
2019, cuando se activó la cooperación humanitaria con UNICEF, la OPS, la iglesia y 
otras organizaciones humanitarias. 
 
Otros efectos  nocivos de  la  crisis son el creciente problema de  los embarazos en  
adolescentes,  que  está alcanzando  un  nivel de  crisis con  niñas de 12-13 años que  
se quedan embarazadas en medio  de la falta  de acceso a la información y al uso de 
métodos anticonceptivos; y el aumento del VIH/SIDA debido  a las relaciones sin 
protección. 
 
La  educación  escolar  y universitaria  se ha  enfrentado a  una  grave disminución del 
apoyo  gubernamental desde 2016, incluyendo la terminación o la reducción del 
suministro de uniformes escolares, zapatos, mochilas y material de oficina; y la 
reducción del número de comidas diarias en la escuela (de 2 a 1), la disminución de su 
cantidad y diversidad de alimentos o su cancelación total.  La indisponibilidad de 
recursos financieros  y  la  reticencia  de  las  empresas extranjeras  a comerciar con 
las instituciones públicas venezolanas y, a menudo, con las  privadas,  ha  provocado  
la  suspensión  del  Programa  Canaima, iniciado  en  2015  para  ensamblar  
ordenadores portátiles  compactos con  fines  educativos,  de  los  que  se han  
distribuido  6,5  millones  a través del  sistema  escolar  sin  coste alguno.  Incidentes  
técnicos  en 
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2019 incapacitaron el satélite público  de Venezuela, reduciendo sustancialmente la 
cobertura de Internet en el país y haciendo difícilmente  posible  el  aprendizaje  a  
distancia  en   el  curso  de   la pandemia.  
 
 
Ante la crisis económica y humanitaria, el gobierno venezolano activó la cooperación 
con el PNUD, UNICEF, ONUSIDA, la OPS, otras agencias internacionales, así como 
con  la iglesia, el sector privado  y las ONG humanitarias que prestan ayuda  
humanitaria, facilitando cierta reconstrucción de  los sistemas de  agua y el suministro 
de  vacunas, medicamentos, pruebas, reactivos, material escolar y alimentos. Sin 
embargo, los intentos de liberar los fondos congelados en el Banco  de Inglaterra   
para    la   compra  de   medicamentos,   vacunas,   kits   de protección y equipos 
médicos a través del PNUD y la OPS en 2020  han fracasado. No  se han  liberado 
fondos para  la  compra de  COVAX  a través de  la  OPS  en  2020  -  2021.  A pesar 
de  la  intensificación del trabajo con  los actores humanitarios, se han  reportado 
algunos casos de  vigilancia  y persecución del  personal de  las ONG nacionales que 
participan en el trabajo humanitario. 
 
Evaluación de la base legal para  la imposición de sanciones: 
 
El Relator  Especial considera que  el estado de  emergencia nacional anunciado  por  
el Gobierno  de  los  Estados  Unidos  el 8 de  marzo de 
2015  como fundamento para  introducir  sanciones contra Venezuela, y repetidamente 
prorrogado, no se corresponde con los requisitos del art. 
4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, tales como la existencia de  
una  amenaza para  la vida de  la nación, la limitación  de las medidas a las exigencias 
de la situación, una  duración limitada, la ausencia de  discriminación, la prohibición de  
derogar el derecho a la vida  y la prohibición de  castigar una  actividad que  no  
constituya un delito,  como se  menciona  en  la  comunicación  de  los  expertos  en 
derechos humanos de 29 de enero  de 2021. 
 
El Relator  Especial subraya que  las sanciones unilaterales contra los sectores 
petrolero, aurífero, minero  y otros sectores económicos, la compañía aérea estatal y 
la industria de  la televisión constituyen una violación  del  derecho internacional,  y no  
se excluye  su ilicitud  con referencia a las contramedidas. El propósito anunciado de 
la campaña de  "máxima  presión"  -cambiar  el  Gobierno   de  Venezuela-  viola  el 
principio de igualdad soberana de los Estados y constituye una intervención en los 
asuntos internos de Venezuela que  también afecta a sus relaciones regionales. 
 
Refiriéndose a las normas consuetudinarias sobre la inmunidad de los bienes del  
Estado,  el  Relator  Especial recuerda que  los  activos  del Banco  Central  y los 
bienes utilizados para  las funciones públicas pertenecen al Estado de  Venezuela y no  
a su Gobierno  o a cualquier individuo. Por lo tanto, la congelación de los activos del 
Banco  Central de Venezuela por no reconocer a su Gobierno, así como la adopción 
de las  sanciones  pertinentes,  viola  los  derechos soberanos del  país  e impide   que  
su gobierno  efectivo  ejerza   su deber   de  garantizar  las necesidades de la 
población. 
 
La  Relatora  Especial  subraya  que   la  inclusión  de  funcionarios  del Estado en  la 
lista de  oficio  contradice la prohibición de  castigar una actividad que no constituye un 
delito, impide a los funcionarios la posibilidad de representar los intereses de 
Venezuela en los tribunales internacionales y otras instituciones internacionales, y 
socava el principio  de igualdad soberana de los Estados. Asimismo, señala que las 
reiteradas negativas de los bancos de Estados Unidos, Reino Unido y Portugal a  
liberar  activos venezolanos incluso para  la  compra de medicamentos, vacunas y kits 
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de protección, bajo el control  de organizaciones internacionales, viola el mencionado 
principio  e impide la capacidad de Venezuela de responder a la emergencia COVID-
19. 
 
Al   Relator    Especial   le   preocupa   que    las   sanciones   selectivas unilaterales 
en su forma  actual violen, como mínimo, las obligaciones que  se desprenden de los 
instrumentos universales y regionales en el ámbito  de  los  derechos  humanos,  
muchas  de  las  cuales  son  de carácter perentorio  -garantías  procesales  y 
presunción  de  inocencia con  vistas a que  los motivos de su introducción no 
constituyan en su mayor parte  crímenes internacionales ni cumplan con los 
fundamentos de la jurisdicción penal  universal, al tiempo que toma nota  del hecho de 
la presentación ante  la Corte Penal  Internacional por parte  de un grupo de Estados 
de una  remisión contra Venezuela el 27 de septiembre de 
2018. 
 
El Relator  Especial subraya que  la aplicación de la jurisdicción extraterritorial a  
nacionales  y empresas de  terceros Estados por  la cooperación con  las autoridades 
públicas, nacionales y empresas de Venezuela, y las supuestas amenazas a dichos 
terceros Estados, no se justifica en virtud del derecho internacional y aumenta los 
riesgos de exceso de cumplimiento de las sanciones. El Relator  Especial observa con  
preocupación las presuntas amenazas a  empresas privadas y a donantes, socios y 
organizaciones humanitarias de terceros países, así como  la  introducción  de   
cláusulas   de   confidencialidad  en   la  Ley constitucional  Antibloqueo  de  
Venezuela  en  lo  que   respecta  a  la identidad de los socios correspondientes. 
 
Impacto en el disfrute de los derechos humanos: 
 
El Relator  Especial observa con  preocupación que  las sanciones sectoriales  a  las  
industrias  petrolera,  aurífera  y minera,  el  bloqueo económico de  Venezuela y la  
congelación de  los activos del  Banco Central  han  exacerbado la situación 
económica y humanitaria preexistente al impedir  la obtención de  ingresos y el uso de  
recursos para  desarrollar y mantener la infraestructura y para  los programas de 
apoyo  social, lo que tiene  un efecto devastador en toda  la población de Venezuela, 
especialmente la que se encuentra en situación de extrema pobreza, las mujeres, los 
niños, los trabajadores médicos, las personas con   discapacidad  o  con   
enfermedades  crónicas  o  que   ponen  en peligro la vida, y la población indígena. 
 
El   Relator    Especial   subraya   que    las   exenciones   humanitarias existentes  son 
ineficaces  e  insuficientes,  están sujetas  a procedimientos largos y costosos, y no 
cubren la entrega de repuestos, equipos   y   maquinaria   necesarios   para    el   
mantenimiento   y   la restauración de la economía y los servicios públicos. 
 
Al  Relator   Especial  le  preocupa  que   la   aplicación  de   sanciones secundarias 
extraterritoriales, así como las presuntas amenazas de sanciones, den lugar a un 
exceso de cumplimiento de los regímenes de sanciones  existentes,  impidiendo  al  
Gobierno   de   Venezuela,  a  su sector  público    y   a   las   empresas  privadas   
adquirir    maquinaria, repuestos, medicamentos, alimentos, suministros agrícolas y 
otros bienes esenciales, incluso dentro de  las licencias concedidas por  el Gobierno  
de los Estados Unidos. UU., y también dan lugar a un número creciente   de    
denegaciones   de    transferencias   bancarias,   a    la ampliación de  los plazos de  
las transferencias bancarias (de  2 a  45 días), al  aumento de  los costes de  entrega, 
seguro y transferencia bancaria, así como a las subidas de precios comunicadas para  
todos los bienes (especialmente los importados). 
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El Relator   Especial  observa  con   preocupación  que   la  ausencia  de recursos y la 
reticencia de  los socios, bancos y empresas de  reparto extranjeras  a  tratar  con   los  
socios  venezolanos  se  traduce en  la imposibilidad   de   comprar   los   equipos   
médicos   y   tecnológicos necesarios, los reactivos y las piezas de repuesto para  la 
reparación y l mantenimiento de los sistemas de electricidad, gas, agua, transporte 
público, teléfono y comunicaciones, escuelas, hospitales, viviendas y otras 
instituciones públicas, lo que  menoscaba el disfrute de muchos derechos humanos, 
incluido el derecho a una vida digna. 
 
A pesar de  la  revisión  periódica  y  el  aumento  de  los  salarios  en 
Venezuela, se estima que el salario medio  del sector público  es de 2 a 
3 dólares de los EE.UU. al mes, lo que cubre  menos del 1% de la cesta básica  de  
alimentos  y hace que  la población  dependa cada vez  más del  apoyo   social  del  
Gobierno   en  forma   de  CLAP (alimentos)  y de transferencias periódicas de dinero  
a través de la "Carta de la Patria", de  múltiples subsidios para  los funcionarios 
públicos, así como de  la ayuda  humanitaria extranjera. 
 
El Relator  Especial observa que  esto aumenta el nivel de  migración, facilita  la 
participación de personas en la economía gris, afectando en primer lugar a 
especialistas de alto nivel del sector público, incluyendo médicos, enfermeras, 
maestros, profesores universitarios, ingenieros, policías, jueces, técnicos y muchos 
otros, violando  sus derechos económicos, incluyendo los derechos al trabajo, al 
trabajo decente, a la seguridad  social,  incluyendo  el  seguro social,  y a  un  nivel  de  
vida adecuado. El número de  vacantes entre   el  personal necesario para garantizar 
el funcionamiento normal  de  los servicios públicos habría alcanzado entre  1/3 y 1/2. 
La migración masiva en  ausencia de  un transporte asequible pone  en peligro la vida 
de los migrantes e impone cargas adicionales a  los países receptores. Se  ha  
denunciado, entre otros  problemas,  el  acceso  a   los  alimentos,  las  medicinas  y  
la asistencia médica para  los migrantes venezolanos, la falta  de documentos de  
identidad para  los niños nacidos en  el extranjero, la separación de  las familias y la 
ausencia de  la debida atención a  los niños que se quedan con los abuelos en 
Venezuela. 
 
Al  Relator   Especial  le  preocupa  que   la  falta   de   gasolina,  con   el consiguiente 
aumento de los precios del transporte, viole la libertad  de circulación, impida  el  
acceso a  los hospitales, las escuelas y otros servicios públicos, agrave los problemas 
de  entrega y distribución de alimentos y suministros médicos -especialmente en las 
zonas remotas del  país, lo que  afecta, entre  otras cosas, a  la población indígena- y 
provoque retrasos en los servicios públicos, incluida  la justicia penal  y civil. La  
reportada falta  de  gasoil,  mayormente  utilizado   para   fines agrícolas,  industriales  
y  de   transporte,  tiene   un   potencial  efecto dramático en  la  producción y 
almacenamiento de  alimentos, con  el riesgo de  exacerbar aún  más la  inseguridad 
alimentaria del  pueblo venezolano que ya enfrenta un deterioro en la cantidad y 
calidad de los alimentos  y  una   mayor   desnutrición,  aumentando  por  lo  tanto los 
riesgos de salud y las amenazas a la vida. 
 
El Relator  Especial observa con  preocupación que, debido  a la falta  de 
disponibilidad  de  maquinaria  nueva,  piezas  de  repuesto y personal competente,  el  
pueblo   de  Venezuela  tiene  un  acceso limitado   a  la electricidad, lo que impide, 
entre  otras cosas, el funcionamiento de las bombas de  agua, lo que  da  lugar  a  la 
violación  del  derecho al agua, incluida  el agua potable  y el agua para  el 
saneamiento,  aumentando los riesgos de enfermedades pertinentes. 
 
El Relator  Especial subraya que  los bajos salarios, la ausencia o insuficiencia de 
material escolar, de uniformes escolares y de comida en  la  escuela, que  solía 
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proporcionar el Gobierno, los problemas de transporte,  la  ausencia  de  electricidad  y  
la  reducida  cobertura  de Internet y de telefonía móvil ponen en peligro el ejercicio  
del derecho a la   educación.   Las   razones   anteriores,   así   como   la   reportada 
imposibilidad   de   utilizar   recursos  en   línea    con    direcciones   IP venezolanas,  
afectan  el  acceso  a  la  información  y  la  libertad   de expresión. La supuesta 
reticencia de los socios extranjeros a cooperar con las instituciones venezolanas, 
incluidas las universidades, las sociedades deportivas y las ONG, así como los 
impedimentos a  las transferencias  de  dinero,  las  dificultades  para   obtener visados  
y la negativa a abrir y el cierre  de cuentas bancarias de ciudadanos venezolanos   o   
de   empresas  públicas   y   privadas   con   sede  en Venezuela por temor a 
sanciones secundarias, afectan al derecho a la educación, a las libertades académicas 
y a los derechos culturales, e impiden  la prestación de ayuda  humanitaria. 
Al Relator  Especial también le preocupa que  la escasez de  gas, que obliga  a la 
gente a cocinar con fuegos de leña, pueda violar el derecho a   un   entorno  favorable.  
Observa  que,  debido   a   la  necesidad  de garantizar las necesidades humanas 
esenciales para  la supervivencia, el  Gobierno   habría   suspendido  todos  los  
programas  destinados  a alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, incluidos los 
proyectos agrícolas y sanitarios, la protección del medio  ambiente, la mejora de la 
alfabetización y la informática, la reconstrucción y otros. 
 
La  Relatora  Especial  subraya  que   el  bloqueo  de  bienes,  activos  y cuentas 
bancarias de  ciudadanos de  Venezuela por  parte  de  bancos extranjeros  y 
corresponsales,  muchas veces por  exceso de cumplimiento,  resulta  en  la  violación   
del  derecho  a  la  propiedad. También observa con  preocupación que  la  aplicación 
de  sanciones unilaterales contra Venezuela afecta a los derechos de los nacionales 
de   terceros  países,  en   particular,  la   rescisión  de   contratos  con empresas de 
terceros países tiene  el riesgo potencial de afectar a los derechos económicos y de 
propiedad de sus propietarios y empleados; y  la  ausencia  de  contribuciones  de  
Venezuela,  que   solía  donar   a proyectos   de   asistencia   regional    (por   ejemplo,   
el   ALBA),   está afectando negativamente al  derecho a  la  ayuda  humanitaria de  
sus beneficiarios más allá de las fronteras de Venezuela. 
 
El   Relator    Especial   reconoce   que    las   sanciones   selectivas   y secundarias  
violan   los  derechos  a   un   juicio   justo,  las  garantías procesales, la libertad  de  
circulación, los derechos de  propiedad y el derecho  a  la  reputación.  Las  sanciones  
contra  representantes  de grupos de la oposición por su participación en las 
elecciones violan su derecho a  tener  y expresar opiniones, y a  participar en  los 
asuntos públicos.  Mientras  que   el  Tratado  de  Funcionamiento  de  la  Unión 
Europea  (art.   275)   ofrece  a  las  personas  incluidas  en  la  lista  la posibilidad  de  
acceder al  Tribunal  de  Justicia  de  las  Comunidades Europeas, aunque no  existan 
garantías procesales antes de  que  se adopten las decisiones sobre las sanciones, el 
Relator  Especial señala que  no  se garantiza el acceso a  la justicia en  lo que  
respecta a  las sanciones de los Estados Unidos, especialmente en vista de las 
numerosas negativas denunciadas por parte  de abogados estadounidenses  a   
presentar casos  ante   la   OFAC  debido    a   las supuestas amenazas del Gobierno  
de los Estados Unidos o al temor a hipotéticas sanciones. 
 
El  Relator   Especial  concluye  que   las  sanciones  impuestas  contraVenezuela,  
sus ciudadanos  y empresas afectan a  las  personas de Venezuela y de fuera  de su 
territorio, tanto en el sector público  como en el privado; a los nacionales de terceros 
países y a los empleados de empresas de terceros países afectados por las sanciones 
secundarias o por el temor a las mismas; a los donantes y a las ONG humanitarias 
internacionales;  a  los  beneficiarios  de  la  asistencia  de  las organizaciones 
internacionales tradicionalmente financiadas por Venezuela; mientras que  las 
personas de bajos ingresos, las mujeres, los   niños   y   las   personas   con    



18 

 

necesidades   especiales   o   con enfermedades crónicas o graves son los más 
afectados con  respecto a  todo  el  ámbito de  los derechos humanos, incluidos los 
derechos civiles,  políticos,  económicos,  sociales  y  culturales  y  el  derecho al 
desarrollo. 
 
El Relator Especial acoge con satisfacción los informes sobre el mayor compromiso 
del  Gobierno  de  Venezuela con  el PNUD, el UNICEF,  el ONUSIDA, la OPS, otros 
organismos internacionales y las ONG eclesiásticas, del  sector privado  y 
humanitarias, en  la  prestación de ayuda  humanitaria,  facilitando  cierta  
reconstrucción  de  los  sistemas de agua y el suministro de vacunas, medicamentos, 
pruebas, reactivos, material escolar y alimentos, ayudando así a unos 4 millones de 
personas. Sin embargo, al Relator  Especial le preocupan los informes sobre la  mala  
gestión en  la  distribución de  la  ayuda  humanitaria, la vigilancia  y la  persecución 
del  personal de  las ONG nacionales que participan en  la  labor  humanitaria,  y la  
ausencia  de  un  reglamento provisional para  el trabajo de las ONG internacionales. 
 
Recomendaciones del Relator Especial: 
 
La  Relatora Especial  recuerda a  todas las  partes su obligación,  en virtud de la 
Carta  de las Naciones Unidas, de observar los principios y normas del derecho 
internacional, incluidos los principios de igualdad soberana,  independencia  política,  
no   intervención  en   los  asuntos internos de los Estados y solución pacífica de las 
controversias internacionales.   La   Relatora   Especial   les   insta   a   que   resuelvan 
cualquier disputa a través de las instituciones judiciales y otras instituciones 
internacionales competentes. 
 
La  Relatora  Especial  subraya que  las  preocupaciones  humanitarias deben 
prevalecer siempre sobre las políticas y que las medidas unilaterales  sólo  pueden 
adoptarse teniendo  en  cuenta el Estado  deDerecho,  las  normas  de   derechos  
humanos,  el   derecho  de   los refugiados y el derecho humanitario; deben cumplir  
las obligaciones jurídicas internacionales de los Estados y sólo pueden aplicarse en el 
marco de contramedidas internacionalmente lícitas. El Relator Especial recuerda que  
las evaluaciones preliminares y continuas del  impacto humanitario  deben  realizarse  
en   el  curso  de   cualquier  actividad unilateral, ya que  ninguna buena intención 
justifica la violación  de  los derechos humanos fundamentales como "daño colateral". 
 
El Relator  Especial subraya la inadmisibilidad de aplicar  sanciones de forma  
extraterritorial e insta al Gobierno  de los Estados Unidos a poner fin  a  la  emergencia  
nacional  en  relación  con   Venezuela,  revisar  y levantar   las   sanciones   
sectoriales   contra  el   sector  público    de Venezuela,   revisar   y   levantar   las   
sanciones   secundarias   contra terceros Estados y abstenerse de imponer sanciones 
al suministro de gasóleo que  provocarían una  crisis humanitaria de  proporciones sin 
precedentes. 
 
El  Relator   Especial  insta  a  todos  los  interlocutores  (incluidos  los Estados, las 
organizaciones internacionales, los bancos, las empresas privadas y la sociedad civil) 
a  que  eviten  la coacción, las amenazas escritas u orales o cualquier otro  acto  que  
pueda provocar o dar lugar a   un   exceso  de   cumplimiento,   y   a   que    interpreten   
todas  las limitaciones   de   la   manera  más  estricta   posible   en   el   período 
intermedio antes del levantamiento de las sanciones unilaterales, teniendo  
debidamente  en  cuenta las  Orientaciones  emitidas  por  el Relator Especial en 
diciembre de 2020. 
 
El Relator  Especial pide a todos los Estados que  revisen y levanten las sanciones 
selectivas de  conformidad con  los principios del  derecho internacional,  el  Estado  
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de   derecho,  los  derechos  humanos  y  el derecho de  los refugiados, que  
garanticen la  posibilidad de  que  los funcionarios del Estado de  Venezuela 
representen al Estado sobre la base  del   principio   de   igualdad  soberana  de   los  
Estados,  y  que garanticen los derechos de las personas afectadas a la presunción de 
inocencia,  las  garantías  procesales,  el  acceso a  la  justicia  y otros derechos 
fundamentales. 
 
El Relator Especial insta a los Gobiernos del Reino Unido, Portugal y los Estados  
Unidos  y a  los  bancos correspondientes  a que  descongelen los  activos  del  Banco   
Central  de  Venezuela  para   adquirir medicamentos,  vacunas,  alimentos,  equipos  
médicos  y de  otro  tipo, repuestos y otros bienes esenciales para  garantizar las 
necesidades humanitarias  del  pueblo   de  Venezuela  y el  restablecimiento  de  los 
servicios públicos en colaboración con el PNUD y otros organismos de las Naciones 
Unidas y mediante mecanismos mutuamente acordados y supervisados por ellos. 
 
Aunque reconoce el efecto devastador de las sanciones unilaterales en el amplio  
ámbito de los derechos humanos, especialmente el derecho a la alimentación, el 
derecho a la salud, el derecho a la vida, el derecho a  la educación y el derecho al 
desarrollo, el Relator  Especial pide  al Gobierno  de  Venezuela y a  la Oficina  del  
Alto Comisionado para  los Derechos   Humanos   que    apliquen   plenamente   el    
acuerdo   de cooperación  firmado  entre   ellos,  que   refuercen  la  presencia  de  la 
OACDH en el terreno para  supervisar, entre  otras cosas, el impacto de las  sanciones  
unilaterales  y  que  organicen  visitas  de  los procedimientos especiales pertinentes al 
país. 
 
El Relator  Especial hace un llamamiento al Gobierno  de  Venezuela, al PNUD,  a 
otras agencias  de  la ONU y a la OACDH en  Venezuela  para que  negocien un  
acuerdo que  garantice la distribución transparente, justa y no discriminatoria de los 
bienes esenciales y de la ayuda humanitaria bajo el control  de las instituciones 
internacionales, independientemente de la raza, el género, la nacionalidad, la edad, las 
creencias religiosas o las opiniones políticas, teniendo debidamente en cuenta a los 
grupos con necesidades especiales. 
 
La Relatora Especial hace un  llamamiento al Gobierno  de  Venezuela para   que,  en   
colaboración  con   el  Coordinador  Residente  de   las Naciones Unidas y el ACNUDH 
en Venezuela, termine de redactar una legislación clara  y no  discriminatoria que  
permita y facilite  la  labor humanitaria de  las ONG internacionales y nacionales en  
Venezuela, y garantice la seguridad e integridad de  su personal. Al mismo tiempo, se 
refiere  a la obligación de las ONG humanitarias de cumplir  con  las normas de la 
actividad puramente humanitaria. 
 

(Fuente: United Nacions. Human Rights Special Procedure.) 
 
                               
 
 
 
 


